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La Sección Primera del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Zamora el día 20 
de noviembre de 2008, ha 
examinado el expediente de 
resolución de contrato de obra 
suscrito entre el Ayuntamiento de 
xxxxx y la empresa eeeee:, y a la 
vista del mismo y tal como corres-
ponde a sus competencias, emite, 
por unanimidad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 12 de noviembre de 2008, tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente relativo a la resolución 
del contrato suscrito entre el Ayuntamiento de xxxxx y la empresa eeeee., para 
la const ucción y explotación de un centro geriá rico. r t
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 13 de noviembre 
de 2008, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes 
del Consejo con el número de referencia 1.016/2008, iniciándose el cómputo 
del plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Madrid López. 
 
 Primero.- Con fecha 26 de enero de 2004, el Ayuntamiento de xxxxx y 
la empresa eeeee. firman un contrato administrativo de concesión de obra 
pública de un centro geriátrico (integrado por residencia y centro de día) en el 
municipio, que comprende la ejecución de la obra, el equipamiento de primer 
establecimiento y la concesión de la explotación del servicio.  
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 La empresa deposita fianza por importe de 41.830,44 euros (4% del 
importe de adjudicación). El acta de replanteo y comienzo de las obras se 
suscribió el 1 de marzo de 2004. 
 
 Según la cláusula segunda del contrato, “el plazo máximo para ejecutar 
las obras de primer establecimiento y equipamiento se establece en 24 meses 
contado a partir del día siguiente a la fecha en que haya tenido lugar la firma 
del acta de replanteo de las obras. El plazo máximo para la puesta en servicio 
del centro desde el comienzo de las obras será de 24 meses”. 
 
 Segundo.- Al expediente se incorpora documentación relativa a la 
solicitud de ayudas para inversiones complementarias de las Entidades Locales 
de la Comunidad de Castilla y León con cargo al Fondo de Cooperación Local, a 
la subvención directa concedida por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 
para la ejecución de la obra y las certificaciones de obra emitidas. 
 
 Tercero.- Con fecha 31 de agosto de 2007, la Junta de Gobierno del 
Ayuntamiento, constatando que se ha producido la paralización de la obra por 
parte del contratista y un incumplimiento de los plazos de ejecución estipulados 
en el contrato, acuerda requerir a la empresa para que comunique las causas 
de dicho incumplimiento y haga las alegaciones que estime oportunas. 
 
 Obra en el expediente un folio en el que figuran los cálculos del contrato 
y en el que se lee “números xxxxx 16/10/07”. 
 
 Cuarto.- Mediante Resolución de la Alcaldía de 31 de octubre de 2007, 
se solicita un informe al Técnico Director de las Obras sobre la situación de la 
obra, y otro a la Secretaría de la Corporación sobre la procedencia de iniciar un 
expediente de rescisión del contrato. 
 
 El Director de las Obras emite, con fecha 30 de noviembre de 2007, un 
informe sobre el estado en el que se encuentra la obra. Por su parte, el 11 de 
febrero de 2008 la Secretaria-Interventora evacua el informe solicitado. 
 
 Quinto.- El 12 de febrero de 2008, el Pleno del Ayuntamiento acuerda la 
incoación del procedimiento para resolver el contrato por incumplimiento de los 
plazos previstos en el contrato por parte del contratista. 
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 Sexto.- Concedido el trámite de audiencia a la contratista a efectos de 
que formule alegaciones y presente los documentos y justificaciones que estime 
oportunos, el 14 de marzo de 2008 ésta presenta un escrito en el que se opone 
a la resolución del contrato por considerar que no ha existido el incumplimiento 
alegado por el Ayuntamiento. De dicho escrito procede destacar las siguientes 
alegaciones: 
 
  “(…) El presupuesto total de ejecución de la obra indicado en el 
contrato era de 1.046.167,10 €, estableciéndose de forma expresa que el 
contratista se comprometía a aportar la parte correspondiente al Ayuntamiento 
de xxxxx -10%-. De ello se deduce de forma indubitada que el 90% del importe 
total sería financiado por otra Administración, en este caso la Junta de Castilla y 
León.  
 
  »Iniciadas las obras, se emitieron las certificaciones en las fechas e 
importes que se indican, siendo abonadas en las fechas y por los importes que se 
citan, acumulándose los retrasos que igualmente se reflejan. (…). 
 
  »Por otro lado, indicar que se han producido constantes demoras 
superiores a seis meses por parte del órgano contratación en la entrega al 
concesionario de la contraprestación. (…). 
 
  »A mediados del año 2005 la Alcaldesa de esa corporación 
informó a la empresa concesionaria que estaba teniendo dificultades para 
conseguir el 90% del presupuesto total de ejecución de la obra por parte de la 
Junta de Castilla y León, por lo que debían paralizar las obras hasta que se 
encontrara una solución al respecto. (…). 
 
  »Desde esa fecha y hasta la actualidad esta mercantil ha estado 
esperando una solución por parte del Ayuntamiento de xxxxx, encontrándonos 
con la desagradable e injusta sorpresa de que se incoa un expediente de 
resolución contractual. (…)”.  
 
 Séptimo.- El 7 de abril de 2008, la Alcaldesa formula la propuesta de 
resolución del contrato administrativo “con incautación de la garantía prestada, 
sin perjuicio de la responsabilidad (…) por daños y perjuicios, cuyos conceptos 
e importes se determinarán en el oportuno expediente, procediéndose 
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igualmente a la comprobación, medición y liquidación de las obras realmente 
realizadas, fijando los saldos pertinentes”. 
 

Octavo.- El Consejo Consultivo de Castilla y León, en su Dictamen 
425/2008, de 12 de junio, concluye que procede declarar la caducidad del 
procedimiento de resolución del contrato. 

 
Noveno.- El 2 de septiembre de 2008, la Secretaria Interventora del 

Ayuntamiento emite un informe en el que se propone declarar la caducidad del 
procedimiento de resolución del contrato e incoar un nuevo expediente en el 
que se acuerde la resolución pretendida. 

 
Décimo.- El 4 de septiembre de 2008, el Pleno del Ayuntamiento 

acuerda declarar la caducidad del procedimiento tramitado, e incoar un nuevo 
expediente de resolución del contrato, acordando la conservación de actos y 
trámites practicados y la suspensión del plazo para resolver en el momento en 
que se solicite nuevamente el dictamen del Consejo Consultivo. 

 
Decimoprimero.- Concedido el trámite de audiencia a la empresa 

contratista, ésta presenta el 16 de septiembre de 2008 un escrito en el que 
reitera las alegaciones presentadas el 14 de marzo de 2008, y se opone a la 
resolución del contrato por considerar que no ha existido el incumplimiento 
alegado por el Ayuntamiento. 
  

Decimosegundo.- El Pleno del Ayuntamiento, en su sesión de fecha 29 
de septiembre de 2008, acuerda desestimar las alegaciones presentadas por la 
contratista, remitir el expediente al Consejo Consultivo y suspender el plazo 
para resolver en el momento en que se solicite nuevamente el dictamen del 
Consejo Consultivo. 

 
Decimotercero.- Con fecha 1 de octubre de 2008, la Alcaldesa formula 

propuesta de resolución del contrato administrativo por incumplimiento de la 
contratista, “con incautación de la garantía prestada, sin perjuicio de la 
responsabilidad del contratista por daños y perjuicios, cuyos conceptos e 
importes se determinarán en el oportuno expediente, procediéndose igualmente 
a la comprobación, medición y liquidación de las obras realmente realizadas, 
fijando los saldos pertinentes (…)”. 
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 En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h), 3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado e), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 

2ª.- De acuerdo con la disposición transitoria primera de la Ley 30/2007, 
de 30 de octubre, de Contratos de Sector Público, los contratos administrativos 
adjudicados con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley se regirán, en 
cuanto a sus efectos, cumplimiento y extinción, incluida su duración y régimen 
de prórrogas, por la normativa anterior. 

 
Conforme al artículo 59.3.a) de la Ley de Contratos de las 

Administraciones Públicas, texto refundido aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2000, de 16 de junio (en adelante LCAP), es preceptiva la 
intervención del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la 
Comunidad Autónoma respectiva, en los supuestos de resolución de contratos 
administrativos, cuando se formule oposición por parte del contratista. 

 
En el presente caso, teniendo en cuenta que el contrato fue adjudicado 

por el Pleno del Ayuntamiento en su sesión de 4 de diciembre de 2004, la 
normativa aplicable viene determinada fundamentalmente por la LCAP y por el 
Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
aprobado por el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre (en adelante, 
RGLCAP). 

 
La competencia para acordar la resolución del contrato y determinar sus 

efectos corresponde al órgano de contratación, conforme dispone el artículo 59 
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de la LCAP. En el presente caso, a la vista de la documentación obrante en el 
expediente, es competente el Pleno al ser el órgano que contrató. 
 

El procedimiento seguido para la resolución del contrato se ha tramitado 
de acuerdo con lo previsto en el artículo 109.1 del RGLCAP: se ha otorgado 
audiencia al contratista y emitido el informe jurídico, cumpliéndose con el 
presente dictamen el requisito previsto en el apartado d).  
 

3ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre el expediente iniciado por 
el Ayuntamiento de xxxxx para acordar la resolución del contrato administrativo 
de concesión de obra pública suscrito con la empresa eeeee. -que se opone a 
tal actuación-, cuyo objeto consiste en la construcción, puesta en servicio y 
explotación de un centro geriátrico en la localidad. 

 
 Ha quedado acreditado el incumplimiento del plazo de ejecución de las 
obras previsto en el contrato por parte de la empresa, al no haberse concluido 
en el plazo de 24 meses desde la fecha del acta de replanteo y comienzo de las 
obras -1 de marzo de 2004-. La propia adjudicataria del contrato reconoce el 
incumplimiento del plazo previsto en el contrato, si bien imputa dicho retraso a 
las dificultades del Ayuntamiento para conseguir el 90% del presupuesto total 
de ejecución de la obra por parte de la Junta de Castilla y León, por lo que la 
Alcaldesa les comunicó que debían paralizar las obras hasta que se encontrara 
una solución al respecto. Tales alegaciones carecen de relevancia a los efectos 
de declarar el incumplimiento de la contratista. Es más, es la propia empresa la 
que podría haber instado la resolución del contrato si el Ayuntamiento hubiera 
incumplido sus obligaciones. 

 
Así, el simple vencimiento de los plazos sin que la prestación de la 

contratista esté realizada implica, ipso iure, la calificación de incumplimiento, 
pues el contrato administrativo tiene como elemento característico ser un 
negocio a plazo fijo, en el que el tiempo constituye una condición esencial. Por 
todo lo expuesto, este Consejo Consultivo entiende que es procedente la 
resolución del contrato objeto de este expediente, con devolución de la 
cantidad que en concepto de abono a cuenta percibió la contratista. 

 
4ª.- Ello se entiende sin perjuicio de la indemnización de los daños y 

perjuicios que hayan podido seguirse para la Administración contratante por la 
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actuación de la contratista, de conformidad con el artículo 113.4 de la LCAP, 
puesto en relación con el artículo 113 del RGLCAP. 

 
 5ª.- Finalmente, debe tenerse en cuenta que, de acuerdo con el artículo 
151 de la referida LCAP, “la resolución del contrato dará lugar a la 
comprobación, medición y liquidación de las obras realizadas con arreglo al 
proyecto, fijando los saldos pertinentes a favor o en contra del contratista. Será 
necesaria la citación de éste, en el domicilio que figure en el expediente de 
contratación, para su asistencia al acto de comprobación y medición”. 
 
   

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede resolver el contrato suscrito entre el Ayuntamiento de xxxxx y la 
empresa eeeee., para la construcción y explotación de un centro geriátrico. 
 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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